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SOBRE: 
 

PROCEDIMIENTO 

SUMARIO ALEGADO 

DESPIDO 

INJUSTIFICADO  

 

Panel integrado por su presidente el Juez Figueroa 

Cabán, el Juez Flores Garcia y el Juez Salgado Schwarz  
 

Salgado Schwarz, Carlos G., Juez Ponente 
 

S E N T E N C I A  
 

En San Juan, Puerto Rico, a 27 de abril de 2021. 

Comparece Party City of Puerto Rico, Inc., en 

adelante la parte apelante, quien nos solicita la 

revocación de una sentencia emitida por el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala Superior de Mayagüez, en 

adelante TPI, o foro recurrido. Mediante la misma, el 

TPI declaró ha lugar la querella sobre despido 

injustificado presentada por Sandra Y. González 

Tirado, en adelante, la Sra. Sandra González, o parte 

apelada.  

Considerados los escritos de las partes, así como 

los documentos que los acompañan y evaluada la 

transcripción de la prueba oral, a la luz del derecho 

aplicable se confirma el dictamen apelado. 

-I- 

Surge del expediente ante nuestra consideración, 

que la Sra. González presentó una Querella por despido 
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injustificado, al amparo de la Ley Núm. 80 de 30 de 

mayo de 1959, 29 LPRA sec. 185 et seq., bajo el 

procedimiento sumario de la Ley Núm. 2 de 17 de 

octubre de 1961, conocida como la Ley de Procedimiento 

Sumario de Reclamaciones Laborales, 32 LPRA 3118 et 

seq, en la que solicitó el pago de la mesada, más 

honorarios de abogado.1 

Oportunamente, la apelante presentó una 

Contestación a la Querella en la que alegó que el 

despido de la Sra. González había sido justificado de 

conformidad con la Ley Núm. 80, supra, por haber 

incurrido en violaciones a las normas y procedimientos 

de Party City of Puerto Rico, Inc.2 En síntesis, 

sostuvo que realizó una investigación exhaustiva sobre 

trato desigual por preferencia sexual, comentarios 

despectivos, homofóbicos, burlas, faltas de respeto, 

estilo hostil al comunicar o dar instrucciones y 

amonestaciones hacia algunos empleados y trato 

preferencial con otros. Alegó, que a raíz de dicha 

investigación se determinó que la Sra. González 

incurrió en hostigamiento sexual, tipo ambiente 

hostil, discrimen por sexo y orientación sexual, y 

estilo hostil gerencial, afectando a los empleados y 

el buen y normal funcionamiento de la empresa, además 

de haber violentado un acuerdo de confidencialidad 

firmado, por lo que se vio obligada a terminar la 

relación de empleo con la apelada. 

Luego de varios trámites procesales, el TPI 

celebró seis (6) días de juicio en su fondo. A favor 

de la parte apelante testificaron: Lilia Villanueva 

 
1 Apéndice del apelante, págs. 1-3.  
2 Id., págs. 4-16. 
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Sepúlveda, exempleada; Wilmarie Núñez Vega, empleada; 

Fátima Rivera López, Asistente Supervisora; Rafael A. 

Soto, exempleado; Emmanuel Zapata Santana, empleado; 

Sheila Michelle Méndez, Asistente de Recursos Humanos; 

Imalai Vélez Cappas, empleada; Yahidy Ivelisse Ramírez 

Vega, exempleada; Orializ Arroyo Rodríguez, empleada; 

Ivanisse Bandas, empleada; y Mariselle Pérez, 

Directora de Recursos Humanos. La parte apelante 

presentó varios documentos como exhibits. 

Por su parte, la Sra. González decidió no 

presentar prueba, descansando en el fundamento 

jurídico de que la parte apelante no rebatió la 

presunción en su contra de que el despido fue uno 

injustificado conforme a la Ley 80, supra.  

Finalmente, el 7 de octubre de 2019, notificada 

el 8 del mismo mes y año, el TPI emitió la Sentencia 

de la cual recurre la parte apelante.3 Habiendo 

evaluado la prueba presentada, y a tenor con la 

credibilidad que les mereció el testimonio de los 

testigos, el TPI estableció las siguientes 

determinaciones de hechos: 

1. La parte Querellante tiene 45 años, 
es casada y con dirección física en 

Urb. Alturas de Puerto Real, calle 

Medregal D-3 Cabo Rojo P.R. y con 

dirección postal en P.O. Box 1835, Cabo 

Rojo P.R., 00623.  

 

2. La parte Querellada es una 

corporación debidamente registrada en 

el Departamento de Estado de Puerto 

Rico, con capacidad jurídica suficiente 

para demandar y ser demandados. Con 

dirección postal en 22 González Guisti, 

Ste 226, Guaynabo, P.R. 00968-3016; con 

oficina corporativa en Ave. González 

Guisti C-22, Ste 226, Guaynabo, P.R. 

00968-3016 y teléfono 787-781-0005. 

Party City tiene una tienda localizada 

 
3 Apéndice del recurso, págs. 193-210. El 10 de octubre de 2019, 

notificada al día siguiente, el TPI emitió una Sentencia 

Enmendada a los efectos de corregir una fecha. 
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en Carr. #2 #828 Suite 102, Villa 

Capitán, Edificio II, Mayagüez, P.R. 

00668 y teléfono 787-831-5121. 

  

3. La parte Querellada se dedica a la 

venta al detal de artículos de toda 

clase para utilizarse en fiestas y 

otras actividades y accesorios 

relacionados y cualquier otra actividad 

autorizada. 

  

4. La Querellante comenzó a trabajar 

para la parte Querellada el 22 de mayo 

de 2000, y fue despedida el 7 de abril 

de 2016. 

  

5. La Querellada le asignó a la 

Querellante el número de empleado 

020060.  

 

6. Durante ese tiempo la Querellante 

desempeñó labores en la tienda Party 

City de Mayagüez como empleada de piso 

y cajera hasta el 6 de septiembre de 

2008. 

  

7. De septiembre 2008 hasta su despido, 
la Querellante trabajó como Asistente 

de Gerente o “Asistente Manager”. 

  

8. Durante su empleo, la Querellante 

recibió y conocía el Manual de 

Empleados de Party City.  

 

9. La tienda Party City de Mayagüez 

estuvo sin un gerente de tienda desde 

el verano del 2012 debido a que la 

parte Querellada no ocupó dicha plaza 

tras la renuncia de la persona que 

ocupaba el puesto hasta entonces.  

 

10. La tienda de Mayagüez estaba a 

cargo de cuatro empleadas, todas con el 

mismo puesto de Asistente de Gerente. 

Estas empleadas se distribuían las 

labores entre sí y todas se reportaban 

directamente al Gerente de Distrito y a 

la Directora de Recursos Humanos de la 

parte Querellada.  

 

11. Las cuatro asistentes de gerente 

que administraban y dirigían la tienda 

de Party City en Mayagüez tenían a su 

vez distribuidas las tareas de dicha 

tienda. 

 

12. La Querellante, como parte de sus 

tareas, particularmente era quien 

preparaba los horarios de trabajo de 

los empleados.  
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13. Los empleados de la tienda en su 

mayoría eran contratados para trabajar 

a tiempo parcial. 

 

14. Los empleados de la tienda en su 

mayoría eran estudiantes universitarios 

a los cuales, en la medida en que fuera 

posible, se les acomodaba su horario 

considerando sus obligaciones 

académicas. 

 

15. El 18 de febrero de 2016 la 

Asistente de Gerente Fátima Rivera 

llamó vía telefónica a la Gerente de 

Distrito para notificarle que una 

empleada (Wilmarie Núñez) quería hacer 

una querella contra la aquí Querellante 

por un alegado incidente ocurrido en la 

tienda el 13 de febrero de 2016. 

 

16. Ese mismo día la Gerente de 

Distrito le comunicó directamente al 

área de Recursos Humanos en la oficina 

central de Party City en San Juan. 

 

17. El 19 de febrero, la Sra. Marisel 

Pérez, directora de Recursos Humanos, 

se comunicó vía telefónica con la 

empleada Wilmarie Núñez para conocer de 

su versión sobre lo ocurrido con la 

aquí Querellante Sandra Y. González 

Tirado. 

 

18. Producto de dicha conversación 

telefónica, la Sra. Pérez, decidió 

iniciar una investigación. 

 

19. El de [sic.] 25 de febrero de 2016 

la Gerente de Distrito Irene Pabón y la 

Directora de Recursos Humanos Mariselle 

Pérez se personaron a la tienda de 

Mayagüez y solicitaron reunirse con la 

Querellante. 

 

20. A la Querellante se le informó el 

25 de febrero de 2016 que [sic.] 

estaría realizando una investigación 

sobre unas quejas y/o alegaciones de 

algunos empleados sobre: trato desigual 

por preferencia sexual de empleados; 

comentarios despectivos y/u 

homofóbicos; burlas y faltas de 

respeto; estilo hostil al comunicarse o 

dar instrucciones; dar amonestaciones a 

algunos empleados si y otros no; y por 

trato preferencial con empleados siendo 

accesible y cooperadora solo con 

algunos empleados. 

 

21. El 7 de abril de 2019 la Gerente de 

Distrito y la Directora de Recursos 

Humanos se personaron a la tienda de 

Mayagüez y solicitaron reunirse con la 
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Querellante. En dicha reunión la 

Querellante recibió una carta firmada 

por la Directora de Recursos Humanos 

informándole que efectivo ese mismo día 

estaba despedida de su empleo. 

 

22. La investigación culminó el 7 de 

abril de 2016 con la entrega de la 

carta de despido a la Querellante. La 

carta de despido es un documento que 

fue estipulado por las partes en cuanto 

a su autenticidad. 

 

23. La investigación consistió en 

obtener la versión u opinión de casi 

todos los empleados de la tienda de 

Mayagüez. 

 

24. En el curso de la investigación se 

utilizaron herramientas distintas. 

 

25. Se preparó un cuestionario 

preimpreso consistente de preguntas 

abiertas para que los empleados la 

respondieran por escrito. Sin embargo, 

a la empleada que inició la querella no 

se le requirió llenar este 

cuestionario. 

 

26. A algunos empleados se les 

entrevistó personalmente. Algunos 

fueron entrevistados por la Sra. Pérez, 

otros por una asistente suya. Ambas, la 

Sra. Pérez y su asistente tomaron notas 

de las entrevistas que realizaron. 

 

27. A algunos de los empleados 

entrevistados se les tomó declaración 

jurada ante notario, también a otros 

que llenaron el cuestionario. No 

obstante, en las declaraciones juradas 

se incluyen detalles que no surgen del 

cuestionario, ni de las notas de las 

entrevistas de los declarantes, 

presentadas en evidencia. 

 

28. No se redactó un informe final de 

la investigación. No existe documento 

alguno que contenga un resumen del 

proceso de investigación llevado a 

cabo, los hallazgos y las conclusiones 

derivados de estos [sic.]. 

 

29. Luego de concluida la investigación 

el único documento que se produjo fue 

la carta de despido dirigida a la 

Querellante con fecha del 7 de abril de 

2016 en donde escuetamente se informa 

que, como parte de la investigación 

realizada, se concluye que se incurrió 

en “hostigamiento sexual, tipo habiente 

hostil, así como discrimen por sexo y 

orientación sexual que ha afectado a 
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varios empleados bajo su supervisión. 

También ha incurrido en un estilo 

hostil gerencial que afecta el buen y 

normal funcionamiento de la empresa. 

Usted violó el Acuerdo de 

Confidencialidad firmado el 25 de 

febrero del año en curso”. 

 

30. Durante el tiempo que duró la 

investigación Party City mantuvo a sus 

empleados trabajando en los horarios 

acostumbrados. 

 

31. La Directora de Recursos Humanos 

declaró bajo juramento que durante el 

proceso de la investigación que duró 

aproximadamente 50 días no se tomaron 

medidas preventivas tales como 

suspender a la Querellante, evitar que 

coincidiera en horarios de trabajo con 

la empleada que había generado la 

investigación; ni siquiera requerirle 

que evitara todo contacto con dicha 

empleada quejosa. 

 

32. Según lo declaró en juicio la Sra. 

Pérez, Directora de Recursos Humanos, 

no se establecieron medidas preventivas 

para proteger a Wilmary Múñez por 

entender que ello no era necesario. 

 

33. De la prueba desfilada en cuanto a 

los hallazgos de la investigación la 

parte Querellada, de todos los sucesos 

mencionados, solo con respecto a dos 

sucesos se proveyó el día, las partes y 

el lugar en que ocurrió. Lo declarado 

en cuanto a otros sucesos resultó de 

escaso valor probatorio por la vaguedad 

de los relatado. 

 

34. El primer suceso se indica ocurrió 

el 31 de diciembre de 2015 en el área 

de almacén de la tienda de Party City 

en Mayagüez. Se encontraban presentes 

Emmanuel Zapata, Imalai Vélez y la 

Querellante. En el juicio declararon 

bajo juramento sobre lo ocurrido: 

Wilmary Núñez, Emmanuel Zapata e Imalai 

Vélez. 

 

35. La Srta. Wilmary Rodríguez declaró 

que su orientación sexual es 

homosexual. 

 

36. Coinciden los testigos en que ese 

día la Srta. Wilmary Núñez asistió a 

trabajar bien vestida, peinada y 

maquillada. Los tres testigos 

manifestaron que la Querellante al ver 

a la Wilmary Núñez maquillada y peinada 

realizó un comentario. 
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37.Imalai Vélez declaró que la 

Querellante le dijo a Núñez: “Emmanuel 

piensa que tú eres bonita, pero como tú 

eres así”. 

 

38. Emmanuel Zapata declaró que le dijo 

a la Srta. Núñez que era bonita y que 

la Querellante dijo: “No le digas eso, 

que eso no le gusta”. 

 

39. Wilmary Núñez, que llevaba su pelo 

planchado, dijo que al verla la 

Querellante le dijo: “Oye, y tú con 

plancha.” 

 

40. Los comentarios señalados no 

denotan hostigamiento sexual, por 

ambiente hostil. Los comentarios 

realizados fueron sarcásticos y 

burlones. 

 

41. El segundo evento relatado en el 

cual se precisó fecha y hora por los 

testigos se declaró que ocurrió el 13 

de febrero de 2016. 

 

42. Para esa fecha, conforme a lo 

declarado, a los empleados de Party 

City se les permitió utilizar, como 

parte de su vestuario, artículos que la 

tienda a tono con la ocasión para 

promocionarlos. 

 

43. El motivo de venta era el día de 

San Valentín por lo que los empleados 

decidieron tomarse una foto en el área 

de las cajas registradoras con los 

diferentes artículos que estaban 

utilizando. 

 

44. La Srta. Wilmary Núñez utilizó una 

corona o tiara como artículo a 

promocionar. 

 

45. La Sra. Núñez declaró que la 

Querellante la expresó: “A Dios, mira 

lo que tiene Wilmary puesto, una 

corinita [sic.]. Hoy se acaba el 

mundo.”   

 

46. Por otra parte, la Asistente de 

Gerente Fátima Rivera López declaró que 

la Querellante le dijo a la Sra. Núñez: 

“¿Tu con corona?”.  

 

47. Los comentarios que se atribuyen a 

la Querellante no denotan hostigamiento 

sexual por ambiente hostil, los 

comentarios pueden considerarse 

sarcásticos y burlones. 

 

48. De acuerdo con la prueba, cinco 

días después del evento del 13 de 
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febrero de 2016 que [sic.] la Asistente 

de Gerente Fátima Rivera realizó una 

llamada telefónica a la Gerente de Área 

para informar que una empleada quería 

presentar una queja. 

 

49. Del testimonio de la Srta. Núñez, 

su preferencia sexual podía ser una 

posible razón por la cual la 

Querellante hiciera este tipo de 

comentarios. 

 

50. La Srta. Wilmarie Núñez declaró que 

los comentarios de la querellante le 

hicieron sertir [sic.] mal. La Srta. 

Núñez declaró que al quejarse solo 

deseaba que la querellante cesara sus 

comentarios. 

 

a. La Srta. Wilmarie Núñez no se vio 

afectada en sus horarios de empleo 

durante el tiempo que laboró con la 

Querellante. Todos los semestres la 

Srta. Núñez llevaba su programa de 

estudios a la Querellante y ésta, que 

era quien preparaba los horarios de 

trabajo, le acomodaba sus horas para 

que no confligieran con sus estudios. 

Tampoco surge de la prueba que se le 

hubiesen impuesto condiciones más 

onerosas de empleo que las de otros 

empleados. 

 

51. No surgió de la prueba que en forma 

alguna las otras tras Asistentes de 

Gerente que dirigían la tienda junto a 

la Querellante hubiesen tomado acción 

alguna para notificarle a la Gerente de 

área sobre conducta alguna de 

hostigamiento sexual por ambiente 

hostil, discrimen por sexo u 

orientación sexual, estilo hostil de 

trabajo, burlas o faltas de respeto y 

otro tipo de conducta que fuese 

contraria a los reglamentos, normas y 

políticas de la compañía o que afectara 

el buen y normal funcionamiento de la 

tienda. 

 

52. No se desprende que la Asistente de 

Gerente Fátima Rivera hubiese realizado 

alguna gestión anterior a su llamada 

para informar del interés de la Srta. 

Wilmary Rodríguez en presentar una 

queja contra la Querellante. 

 

53. La Querellante durante su gestión 

como asistente de gerente impuso 

medidas disciplinarias a empleados. 

Quedó demostrado por la prueba que las 

medidas disciplinarias impuestas por la 

Querellante a empleados fueron 

justificadas según el Manual de 
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Políticas y Conductas y avaladas por el 

Departamento de Recursos Humanos de 

Party City. La Querellante consultaba 

con dicho departamento previo a imponer 

dichas medidas. 

 

54. No surge prueba alguna de que algún 

empleado hubiese formulado quejas 

contra la Querellante previamente. No 

se desprende de la prueba que la Srta. 

Núñez hubiese presentado alguna queja 

anterior a la relacionada con este 

caso, en contra de la Querellante. 

 

55. En este caso la parte Querellada no 

presentó prueba conducente a establecer 

que la Querellante realizó 

acercamientos de índole sexual a la 

Srta. Núñez o a algún otro empleado o 

empleada de la tienda. 

 

56. Se le imputa a la Querellante haber 

violentado la cláusula de 

confidencialidad del documento fechado 

25 de febrero de 2016. Sin embargo, la 

situación que se relata para establecer 

la alegada divulgación de información 

confidencial involucra comentarios de 

una persona que no fue presentada como 

testigo en este caso. Las 

manifestaciones de esa persona fuera 

del Tribunal son prueba de referencia 

inadmisible. 

 

57. A pesar de que dicho documento 

tiene fecha de firmado el 25 de febrero 

de 2016, del testimonio de la directora 

de Recursos Humanos, se desprende que 

el documento no estaba listo el 25 de 

febrero de 2016. El documento se envió 

en fecha posterior y por correo 

electrónico a la Querellante y que ésta 

lo firmó unos días después. 

 

58. De la prueba no se puede concluir 

que la Querellante hubiese violado el 

acuerdo de confidencialidad. 

 

59. El Manual de Políticas y 

Reglamentos de Conducta y Disciplina de 

Party City fue estipulado por las 

partes. 

 

60. Quedó establecido que el manual que 

estaba vigente para la fecha de los 

hechos y a su vez sometido en evidencia 

es uno con fecha de revisión 06/11. 

Esto indica que el mismo fue revisado 

en junio de 2011. 

 

61. La prueba de la Querellada, 

consistente de un acuse de recibo 

firmado por la Querellante, el cual 
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obra en el expediente de personal de la 

Querellante, acredita que a la 

Querellante se le entregó el Manual de 

Empleado del año 2007. Dicho manual de 

empleado que [sic.] del 2007 nunca fue 

presentado en evidencia por el patrono 

querellado. El patrono querellado 

presentó acuse de recibo alguno para 

demostrar que le notificó a la 

Querellante el manual del empleado 

enmendado, a saber, el manual del 2011. 

 

62. En el Manual del 2011 ofrecido en 

evidencia existe un procedimiento para 

investigar una querella o alegaciones 

en violación a la política contra el 

hostigamiento sexual y discrimen en el 

empleo. 

 

63.Dicho proceso investigativo 

establecido en la página 7 del Manual 

no se siguió en la investigación 

realizada en el presente caso. 

 

64. Al evaluar la investigación 

realizada a la luz de las disposiciones 

del Manual encontramos varias 

deficiencias: 

a. No se llenó un cuestionario 

revisado y firmado por el empleado 

que origina la querella, en este caso 

la Sra. Núñez. 

 

b. No se acreditó que todas las 

personas involucradas y entrevistadas 

durante la investigación se le 

apercibiera de que la misma era 

confidencial y no debía divulgar 

información al respecto.   
 

c. No existe evidencia de que la 

parte Querellada mantuviera informada 

a la empleada del desarrollo de la 

investigación. 

 

d. El investigador no preparó un 

reporte de los resultados de la 

investigación que dieran base y 

fundamentaran la determinación tomada 

por el patrono. 
 

 

65. Del testimonio de la directora de 

Recursos Humanos, quien a su vez fue la 

persona que dirigió y realizó la 

investigación contra la Querellante, se 

desprende que la Querellante no tenía 

querellas por desempeño en sus labores 

como Asistente de Gerente, tampoco 

había querellas de empelados en contra 

de la Querellante por asuntos 

relacionados con su comportamiento en 
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el trabajo, tampoco querellas de 

clientes. 

 

66. Las partes estipularon que el 

cómputo de la mesada asciende a 

$37,903.75.  

  
 

De conformidad con lo anterior, el TPI concluyó 

que luego de aquilatar los testimonios de los testigos 

y la prueba documental presentada, la parte apelante 

solo puedo establecer la ocurrencia de dos eventos: el 

31 de diciembre de 2015; y el 13 de febrero de 2016. 

Añadió, que los comentarios aludidos en dichas fechas 

no podían catalogarse como unos de contenido sexual, y 

aunque sarcásticos y burlones, su contenido no era 

patentemente ofensivo.4 Así también, hizo constar que 

los hechos que entendió probados, no constituyen 

hostigamiento sexual, ni discrimen por sexo y 

orientación sexual, por no estar presentes los 

elementos aplicables a dichas causas de acción. 

En cuanto a la alegada violación del acuerdo de 

confidencialidad, el TPI sostuvo que solo se presentó 

prueba de referencia inadmisible pues la asistente de 

gerente a quien se le atribuyó esa expresión no fue 

parte de la prueba testifical de la apelante. Añadió, 

que la preparación y firma del documento en que se le 

notificó a la Sra. González sobre la confidencialidad 

del proceso investigativo no fue completado ni firmado 

en la fecha que se hizo constar en el documento. 

 
4 Específicamente el TPI expuso lo siguiente: “Dichos comentarios 

dirigidos a la Srta. Núñez cuyo contenido se relacionaba con la 

apariencia de ésta y la congruencia de dicha apariencia con lo 

que entiende la Sra. González que la Srta. Núñez es, así como lo 

que entiende es del agrado o desagrado de ésta, “denotan un tono 

sarcástico y burlón en contra la Srta. Núñez. Conforme a la 

prueba, la Srta. Núñez no sabe exactamente por qué la Sra. 

Gonzalez le hacía estos comentarios. Sin embargo, la Srta. Núñez 

manifestó que es posible que la razón por la cual la Querellante 

realizó estos comentarios se relaciona con su preferencia sexual. 

La Srta. Núñez declaró que es una mujer homosexual.” Ver Apéndice 

del recurso, págs. 206-207. 
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Finalmente, el TPI concluyó: que los incidentes 

probados por la parte apelante no demostraron que 

fueran de tal grado de severidad que interfiriera en 

la operación del negocio o en el desempeño de la Srta. 

Núñez, o de otros empleados; la queja levantada en 

contra de la Querellante por la Srta. Núñez es la 

primera queja que se ha presentado en contra de la 

demandada, no existe historial previo de quejas de 

empleados; no surge que alguna de las otras tres 

asistentes de gerente que compartían con la 

Querellante la tarea de dirigir la tienda, igualmente 

responsables de mantener el orden en el área de 

trabajo y la buena marcha de las operaciones, 

denunciaran alguna conducta impropia que hubiese sido 

incurrida por la Querellante; no se desprende de la 

prueba que la Srta. Núñez hubiese sido sujeta a 

condiciones de empleo más onerosas de empleo que las 

de otros empleados; la Srta. Núñez no imputó que la 

Querellante le hubiese hostigado sexualmente o 

discriminado; el patrono se excedió en la severidad 

del castigo disciplinario impuesto a la Querellante, y 

falló al no haber utilizado el mecanismo de disciplina 

progresiva que provee el propio Manual de Empleado; no 

resultó suficiente la prueba para establecer que la 

Querellante incurrió en conducta que provocara para un 

ambiente hostil y abusivo que justificara su despido 

de manera fulminante; y no quedó probado que la 

Querellante su conducta fuese de “gravedad” y que por 

su “potencial de daño” pusiera en riesgo el orden, la 

seguridad o la eficiencia que constituyen la 

normalidad operatoria del establecimiento. 
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En consecuencia, declaró con lugar la querella y 

ordenó a la Apelante a pagar la mesada por el monto de 

$37,903.75 y el quince por ciento (15%) de dicha suma 

por concepto de honorarios de abogado, equivalente a 

$5,685.56. 

Inconforme con la determinación del TPI, el 

apelante presentó el día 18 de octubre de 2018 el 

recurso de apelación ante nuestra consideración, 

señalando los siguientes errores: 

Erró el TPI al ignorar prueba clara y 

que no fue controvertida presentada 

durante el curso del juicio que 

demuestra que el despido de la apelada 

fue justificado ya que violentó el 

acuerdo de confidencialidad.  

 

Erró el Honorable TA [sic.] al no 

revocar [sic.] TPI al no permitir la 

presentación de un récord de negocio 

que consistía en una declaración jurada 

tomada como parte de la investigación 

interna realizada por el Departamento 

de Recursos Humanos y que fue evaluada 

y utilizada por la directora del 

Departamento de Recursos Humanos para 

tomar la decisión de despido. 

 

Erró el Honorable TPI al no concluir 

que el despido de la apelada estuvo 

justificado al amparo de la Ley  

Núm. 80, al aplicar incorrectamente la 

Ley Núm. 80, su jurisprudencia 

interpretativa sobre manual de 

empleados y la políticas de 

hostigamiento sexual y discrimen. 

 

-II- 

A. La Apreciación de la Prueba 

Es norma conocida que los tribunales apelativos 

no intervenimos con la apreciación de la prueba, la 

adjudicación de credibilidad y las determinaciones de 

hechos que realiza el foro primario, […].5 Siendo ello 

así, […] los tribunales apelativos no deben intervenir 

con determinaciones emitidas por el foro primario y 

 
5 Sucn. Rosado v. Acevedo Marrero, 196 DPR 884, 917 (2016); Dávila 

Nieves v. Meléndez Marín, 187 DPR 750, 771 (2013). 
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sustituir el criterio utilizado por dicho foro en el 

ejercicio de su discreción, salvo que se pruebe que 

dicho foro actuó con prejuicio o parcialidad, incurrió 

en craso abuso de discreción, o que incurrió en error 

manifiesto.6  

Recientemente, el Tribunal Supremo de Puerto 

Rico, en adelante TSPR, expresó lo que constituye que 

un juez adjudique con pasión, prejuicio o parcialidad, 

o que su determinación sea un error manifiesto, de la 

siguiente manera:  

[…], un juzgador incurre en pasión, 

prejuicio o parcialidad si actúa 

"movido por inclinaciones personales de 

tal intensidad que adopta posiciones, 

preferencias o rechazos con respecto a 

las partes o sus causas que no admiten 

cuestionamiento, sin importar la prueba 

recibida en sala e incluso antes de que 

se someta prueba alguna". Por otro 

lado, enunciamos que se consideran 

claramente erróneas las conclusiones 

del foro revisado "si de un análisis de 

la totalidad de la evidencia, este 

Tribunal queda convencido de que se 

cometió un error, [...] [porque] las 

conclusiones están en conflicto con el 

balance más racional, justiciero y 

jurídico de la totalidad de la 

evidencia recibida". Es decir, 

consideramos que se incurre en un error 

manifiesto cuando "la apreciación de 

esa prueba se distancia de la realidad 

fáctica o es inherentemente imposible o 

increíble".7 

 

 Por otro lado, “[u]n tribunal puede incurrir en 

abuso de discreción cuando el juez ignora sin 

fundamento algún hecho material; cuando el juez le 

concede demasiado peso a un hecho inmaterial y funda 

su decisión principalmente en ese hecho irrelevante, o 

cuando éste, a pesar de examinar todos los hechos del 

 
6 Citibank, N.A. v. Cordero Badillo, 200 DPR 724, 736 (2018); 

Ramos Milano v. Wal–Mart, 168 DPR 112, 121 (2006). 
7 Pueblo v. Toro Martínez, 200 DPR 834, 859 (2018), citando lo 

dispuesto en Dávila Nieves v. Meléndez Marín, supra. 
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caso, hace un análisis liviano y la determinación 

resulta irrazonable”.8  

 En síntesis, ante una alegación de pasión, 

prejuicio o parcialidad, los foros apelativos debemos 

evaluar si el juez o la jueza cumplió su función 

judicial de adjudicar la controversia específica 

conforme a derecho y de manera imparcial, pues sólo 

así podremos descansar con seguridad en sus 

determinaciones de hechos.9  

 De otra parte, y por también considerarlo en 

extremo pertinente para la correcta disposición del 

asunto que nos ocupa, conviene recordar que al hablar 

de "la discreción que tiene un tribunal de justicia" 

nos referimos a la facultad que tiene dicho foro para 

resolver de una forma u otra, o de escoger entre 

varios cursos de acción.10 El ejercicio adecuado de tal 

discreción está "inexorable e indefectiblemente atado 

al concepto de la razonabilidad".11 En ese sentido, la 

discreción es "una forma de razonabilidad aplicada al 

discernimiento judicial para llegar a una conclusión 

justiciera".12 Esta se "nutre de un juicio racional 

apoyado en la razonabilidad y fundamentado en un 

sentido llano de justicia; no es función al antojo o 

voluntad de uno, sin tasa ni limitación alguna".13  

Partiendo de esas premisas, la discreción que 

cobija al Tribunal de Primera Instancia en sus 

 
8 Citibank, N.A. v. Cordero Badillo, supra, pág. 736; Pueblo v. 

Custodio Colón, 192 DPR 567, 588-589 (2015). 
9 Dávila Nieves v. Meléndez Marín, supra, pág. 777.  
10 Citibank, N.A. v. Cordero Badillo, supra, pág. 735; García 

López y otro v. E.L.A., 185 DPR 371 (2012); García v. Padró, 165 

DPR 324, 334 (2005). 
11 Id.; García v. Asociación, 165 DPR 311, 321 (2005); García v. 

Padró, supra, pág. 335. 
12 Id.; Medina Nazario v. McNeil Healthcare LLC, 194 DPR 723, 729 

(2016). 
13 Id.; SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR 414, 435 

(2013). 
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determinaciones discrecionales es amplia, por lo que 

sus decisiones merecen gran deferencia.14 Ello, pues es 

el foro primario quien conoce las particularidades del 

caso, tiene el contacto con los litigantes y examina 

la prueba presentada por éstos.15  

 Esto, pues en nuestro ordenamiento judicial le 

damos deferencia al juzgador de hechos en cuanto a su 

apreciación de la prueba testifical porque, al ser una 

tarea llena de elementos subjetivos, es quien está en 

mejor posición para aquilatarla.16 Es el Tribunal de 

Primera Instancia el que tuvo la oportunidad de oír y 

ver el comportamiento de[l] testigo.17 Por ello, cuando 

la evidencia directa de un testigo le merece entero 

crédito a este, ello es prueba suficiente de cualquier 

hecho.18 Además, la Regla 110 de Evidencia dispone que 

un testigo que merezca entero crédito al Tribunal de 

Primera Instancia es prueba suficiente de cualquier 

hecho.19 (Énfasis nuestro.) 

 De esa forma, la intervención con la evaluación 

de la prueba testifical procedería en casos en los 

que, luego de un análisis integral de la prueba, nos 

cause una insatisfacción o intranquilidad de 

conciencia tal que estremezca nuestro sentido básico 

de justicia.20 Este estándar de revisión, por ejemplo, 

restringe nuestra facultad para sustituir el criterio 

del foro primario a escenarios en que de la prueba 

 
14 Id.; Mejías et al. v. Carrasquillo et al., 185 DPR 288, 306-307 

(2012). 
15 Id., pág. 736; Mejías et al. v. Carrasquillo et al., supra, 

págs. 306-307. 
16 Sucn. Rosado v. Acevedo Marrero, supra, pág. 917. 
17 Id. 
18 Id.; SLG Torres-Matundan v. Centro Patología, 193 DPR 920 

(2015). 
19 32 LPRA Ap. VI, R. 110. 
20 Sucn. Rosado v. Acevedo Marrero, supra, pág. 917; Rivera 

Menéndez v. Action Service, 185 DPR 431, 444 (2012). 
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admitida no exista base suficiente que apoye tal 

determinación.21  

 Sin embargo, cuando las conclusiones de hecho del 

foro de primera instancia estén basadas en prueba 

pericial o documental, el tribunal revisor se 

encuentra en la misma posición que el foro recurrido.22 

B. Ley Núm. 80 

La Ley Núm. 80 de 30 de mayo de 1976, según 

enmendada,23 conocida como la Ley de Indemnización por 

Despido Injustificado, 29 LPRA sec. 185a et seq., fue 

adoptada con el propósito de proteger al obrero que ha 

sido privado injustificadamente de su trabajo y, a su 

vez, desalentar este tipo de despido al imponerle al 

patrono el pago de la indemnización conocida como la 

mesada. Así pues, la Ley Núm. 80 tiene un fin 

reparador, pues provee remedios justicieros y 

consustanciales con los daños que puede haberle 

causado a un empleado el despido injustificado.24  

El Art. 1 de la Ley Núm. 80 dispone que “todo 

empleado de comercio, industria o cualquier otro 

negocio o sitio de empleo, que trabaja mediante 

remuneración de alguna clase, contratado sin tiempo 

determinado, que fuere despedido de su cargo sin que 

haya mediado justa causa” tiene derecho a una 

 
21 Pueblo v. Toro Martínez, supra, pág. 859. 
22 Sucn. Rosado v. Acevedo Marrero, supra, pág. 918; González 

Hernández v. González Hernández, 181 DPR 746 (2011). 
23 La Ley de Transformación y Flexibilidad Laboral de 26 de enero 

de 2017, Ley Núm. 4-2017, cuya vigencia es inmediata, enmendó 

varios artículos de la Ley de Indemnización por Despido 

Injustificado, Ley Núm. 80 de 30 de mayo de 1976, 29 LPRA sec. 

185a et seq. No obstante, en su Art. 1.2 dispone que su 

aplicación será prospectiva: “[l]os empleados contratados con 

anterioridad a la vigencia de esta Ley, continuarán disfrutando 

los mismos derechos y beneficios que tenían previamente, según lo 

dispuesto expresamente en los Artículos de ésta”. Dado que los 

eventos que motivaron el caso de epígrafe ocurrieron en abril de 

2016, la adjudicación de la presente controversia se rige por la 

Ley Núm. 80 y no por la Ley Núm. 4-2017. 
24 Reyes Sánchez v. Eaton Electrical, 189 DPR 586 (2013); 

Beauchamp v. Holsum Bakers of P.R., 116 DPR 522, 526 (1985). 
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indemnización adicional al sueldo conocida como la 

mesada. La mesada es el remedio exclusivo con el que 

cuenta un empleado al que se le despidió 

injustificadamente.25  

Por su parte, el Art. 2 de la Ley Núm. 80, 29 

LPRA sec. 185(b), establece el estándar de causa justa 

como una limitación a toda acción de despido por parte 

del patrono. La causa justa libera al patrono del pago 

de la mesada. A esos efectos, el referido artículo 

establece una lista, no taxativa, de causas 

justificadas para el despido,26 a saber: 

Se entenderá por justa causa para el despido 

de un empleado de un establecimiento:  

 

(a) Que el obrero siga un patrón de conducta 

impropia o desordenada.  

 

(b) La actitud del empleado de no rendir su 

trabajo en forma eficiente o de hacerlo 

tardía y negligentemente o en violación de 

las normas de calidad del producto que se 

produce o maneja por el establecimiento. 

  

(c) Violación reiterada por el empleado de 

las reglas y reglamentos razonables 

establecidas para el funcionamiento del 

establecimiento siempre que copia escrita de 

los mismos se haya suministrado 

oportunamente al empleado.  

 

(d) Cierre total, temporero o parcial de las 

operaciones del establecimiento. 

 

 

No obstante, “no se considerará despido por justa 

causa aquel que se hace por mero capricho del patrono 

o sin razón relacionada con el buen y normal 

funcionamiento del establecimiento”.27 Es decir, la Ley 

Núm. 80 pretende desalentar y penalizar “la práctica 

de cesantear a empleados por razones que no tienen que 

 
25 Romero et als., v. Cabrer Roig et als., 191 DPR 643, 650 

(2014). 
26 Srio. del Trabajo v. G.P. Inds., Inc., 153 DPR 223, 244 (2001). 
27 29 LPRA sec. 185(b). 
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ver con su desempeño en las labores o las necesidades 

del negocio”.28  

A esos fines, el despido por causa justa es aquel 

que delimita las circunstancias en que éste se 

produce; es decir, cuando tiene su origen en alguna 

razón o motivo vinculado a la ordenada marcha y normal 

funcionamiento de una empresa y no en el libre 

arbitrio o capricho del patrono.29 En virtud de ello, 

el patrono tiene la autoridad de establecer aquellas 

reglas que entienda razonables. Constituye parte del 

contrato de trabajo el manual que contenga las reglas, 

los reglamentos y las normas del trabajo, como también 

los beneficios y los privilegios que disfrutará el 

empleado. De ordinario, un patrón de incumplimiento de 

estas normas o reglas podría dar lugar a un despido 

justificado. No obstante, la ausencia de razonabilidad 

de estas normas podría convertir el despido en uno 

caprichoso o arbitrario y, por lo tanto, 

injustificado. 

Para cumplir con dicho parámetro, el patrono debe 

probar que “el empleado cometió una falta cuya 

intensidad de agravio haga precisa la destitución, 

para proteger la buena marcha de la empresa y la 

seguridad de las personas que allí laboran, o incluso 

de terceros que la visitan”.30 Es decir, la ofensa 

tiene que reflejar una actitud lesiva a la paz, el 

orden y el buen funcionamiento de una empresa, de tal 

 
28 Figueroa Rivera v. El Telar, Inc., 178 DPR 701, 706 (2010), 

citando a C.R. Carrión Crespo, Los remedios exclusivos en el 

despido injustificado y el accidente del trabajo: Legislación 

protectora del patrono, 32 Rev. Jur. UIPR 89, 106 (1997).  
29 Figueroa Rivera v. El Telar, Inc., supra, pág. 706, citando a 

Srio. del Trabajo v. G.P. Inds., 153 DPR 223, 244 (2001). 
30 Jusino et als v. Walgreens, supra, págs. 573-574. 



 
 

 
KLAN201901185    

 

21 

grado que esperar que se repita para despedir al 

empleado resultaría imprudente e irrazonable.31   

Cabe resaltar que el patrono tiene el peso de 

probar que el despido estuvo justificado.32 Es decir, 

una vez el empleado presenta su reclamación, se 

invierte el orden de la prueba y el patrono debe 

demostrar, con el fin de ser exonerado del pago de la 

mesada, que el despido fue justificado.33 En estos 

casos, el patrono debe alegar en su contestación a la 

demanda los hechos que justificaron el despido y 

probar que el mismo estuvo justificado.34  

C. El Hostigamiento Sexual  

 

La Ley Núm. 17 de 22 de abril de 1988, dispone la 

política pública de que el hostigamiento sexual en el 

empleo es una forma de discrimen por razón de sexo y 

como tal constituye una práctica ilegal e indeseable.35  

El estatuto define el hostigamiento sexual en el 

empleo como cualquier tipo de acercamiento sexual no 

deseado, independientemente de que se manifieste como 

una conducta verbal, física o reproducida mediante 

algún medio de comunicación, incluyendo los 

electrónicos cuando se da una o más de las siguientes 

circunstancias: 

(a) Cuando el someterse a dicha conducta se 

convierte de forma implícita o explícita en 

un término o condición del empleo de una 

persona. 

 

(b) Cuando el sometimiento o rechazo a dicha 

conducta por parte de la persona se 

convierte en fundamento para la toma de 

decisiones en el empleo o respecto del 

empleo que afectan a esa persona.  

 

 
31 Rivera v. Pan Pepín, 161 DPR 681, 691 (2004). 
32 Id., pág. 690. 
33 Lugo Montalvo v. Sol Meliá Vacation Club, pág. 232, supra; 

Rivera Figueroa v. The Fuller Brush Co., supra, págs. 906-907. 
34 Díaz v. Wyndham Hotel Corp., supra, pág. 379. 
35 29 LPRA sec. 155. 
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(c) Cuando esa conducta tiene el efecto o 

propósito de interferir de manera 

irrazonable con el desempeño del trabajo de 

esa persona o cuando crea un ambiente de 

trabajo intimidante, hostil u ofensivo.36 

  

El ordenamiento jurídico ha reconocido dos 

modalidades de hostigamiento sexual: el hostigamiento 

quid pro quo y el hostigamiento sexual por ambiente 

hostil.37 Los incisos (a) y (b) antes descritos, se 

refieren al tipo de hostigamiento equivalente quid pro 

quo (algo a cambio de algo). En la modalidad quid pro 

quo, los patronos acondicionan las oportunidades y los 

beneficios del empleado a cambio de favores sexuales. 

Por su parte, el inciso (c) se refiere al 

hostigamiento sexual que crea un ambiente hostil o 

intimidante. En esta modalidad el empleado, 

independientemente de la posición que ocupa en el 

empleo, trabaja en un ambiente ofensivo o abusivo. 

Sobre esta última modalidad, que es la pertinente a la 

controversia ante nuestra consideración, el Tribunal 

Supremo ha dicho que:  

… envuelve conducta de naturaleza sexual por 

parte del hostigador la cual interfiere 

irrazonablemente con el desempeño del 

empleado en su trabajo o es lo 

suficientemente severa y ofensiva como para 

crearle al empleado que es víctima de la 

misma, un ambiente de trabajo que resulte 

intimidante, hostil y ofensivo.38 

 

Por lo tanto, al evaluar la modalidad de 

hostigamiento sexual por ambiente hostil hay que tener 

presente que esta se compone de actos de naturaleza 

sexual que suceden dentro de un periodo de tiempo y 

crean un ambiente intimidante y aprehensivo para la 

víctima. La modalidad se caracteriza por la 

 
36 29 LPRA sec. 155b. 
37 Velázquez Ortiz v. Mun. Humacao, 197 DPR 656, 664 (2017); 

Rodríguez Meléndez v. Sup. Amigo, Inc., 126 DPR 117, 131 (1990).  
38 S.L.G. Afanador v. Roger Electric Co., Inc., 156 DPR 651, 662 

(2002). Véase, además, 29 LPRA sec. 155b. 
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multiplicidad de los actos de índole sexual, los 

cuales en conjunto crean el ambiente abusivo y hostil, 

pues cada acto aislado podría no ser lo 

suficientemente severo como para dar lugar a una causa 

de acción.39  

En Delgado Zayas v. Hospital Interamericano, 137 

DPR 643 (1994), el Tribunal Supremo adoptó la 

normativa del Supremo Federal en Meritor Savings Bank 

v. Vinson, 477 U.S. 57 (1986), sobre qué constituye un 

ambiente hostil y abusivo. A tal efecto determinó que 

para que un ambiente sea hostil o abusivo deben 

analizarse todas las circunstancias del caso, las 

cuales incluyen: (1)frecuencia de la conducta 

discriminatoria; (2)su severidad; (3)si es físicamente 

intimidante o humillante; y (4)si interfiere 

irrazonablemente con el funcionamiento del empleado en 

el empleo.  

En su consecuencia, para determinar si la 

conducta alegada constituye hostigamiento sexual en el 

empleo, se considerará la totalidad de las 

circunstancias de cada caso en particular.40 

D. Regla 805 (F) de las Reglas de Evidencia  

Sabido es que la prueba de referencia es una 

declaración que hace una persona sobre algo que otra 

persona dijo o escribió, o una conducta no verbalizada 

de esa segunda persona, como bien podría ser un gesto, 

si su intención al hacerlo fue que se tomara como una 

manifestación.41 Ahora bien, “[n]o siempre es prueba de 

referencia lo manifestado por un tercero al testigo, o 

lo que el testigo oyó que un tercero dijo. Para que lo 

 
39 Velázquez Ortiz v. Mun. de Humacao, supra, págs. 664-665. 
40 29 LPRA sec. 155c. 
41 32 LPRA, Ap. VI, R. 801. 
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manifestado sea prueba de referencia, y por tanto 

inadmisible, a menos que caiga bajo alguna excepción, 

la manifestación debe tener algún contenido que pueda 

ser cierto o falso, y que dicha manifestación, al ser 

trasmitida al tribunal por el testigo que la oyó, se 

produzca para probar que lo manifestado es cierto.” 42 

Como norma general, la prueba de referencia no es 

admisible en evidencia.43 La exclusión de este tipo de 

prueba persigue sistematizar dos situaciones 

importantes que pueden ocurrir al presentar la prueba 

durante un proceso judicial; la primera, que no se 

presente prueba de lo que dijo una persona que no está 

disponible para declarar en un tribunal, por ser poco 

confiable, toda vez que quien lo manifiesta ante el 

tribunal es otra persona que no tiene conocimiento 

personal de los hechos. Segundo y no menos importante, 

el derecho a la confrontación y el debido proceso de 

ley del acusado, ya que la prueba que se trae ante el 

tribunal no es susceptible de ser cuestionada mediante 

la confrontación y el contrainterrogatorio, porque el 

que hizo la declaración no está disponible en el 

juicio. 

Según el profesor Chiesa Aponte, el perjudicado o 

la parte afectada contra la cual se ofrece la 

declaración que constituye prueba de referencia sufre 

un menoscabo cuando se admite dicha prueba por las 

razones siguientes: (1) la declaración no se hizo 

frente al perjudicado; (2) el perjudicado no tuvo 

oportunidad de contrainterrogar al declarante cuando 

hizo la declaración; (3) el perjudicado no tiene 

 
42 Pueblo v. Rivera Burgos, 106 DPR 528, 531 (1977). 
43 32 LPRA, Ap. VI, R. 801. 
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oportunidad de contrainterrogar al declarante en 

corte, al momento de presentarse como prueba la 

declaración.44 No obstante, la regla general de 

exclusión de prueba de referencia no es absoluta, ya 

que el derecho probatorio permite aquellas excepciones 

a dicha regla que abonen a la confiabilidad o 

probabilidad de veracidad de la prueba ofrecida, así 

como aquellas que surjan por imperativos de necesidad. 

Lo anterior, debido a que el propósito principal de 

las Reglas de Evidencia es el descubrimiento de la 

verdad.45  

Una de las excepciones a la regla general de 

exclusión de prueba de referencia, es la regla número 

805 (f), conocida como, Récords del Negocio. Esta 

dispone: 

“Aun cuando la persona declarante esté 

disponible como testigo, una declaración no 

estará sujeta a la regla general de 

exclusión de prueba de referencia en las 

siguientes circunstancias: 

…. 

(F) Récords de actividades que se realizan 

con regularidad: Un escrito, informe, 

récord, memorando o compilación de datos -en 

cualquier forma- relativo a actos, sucesos, 

condiciones, opiniones o diagnósticos que se 

hayan preparado en o cerca del momento en 

que éstos surgieron, por una persona que 

tiene conocimiento de dichos asuntos, o 

mediante información transmitida por ésta, 

si dichos récords se efectuaron en el curso 

de una actividad de negocios realizada con 

regularidad, y si la preparación de dicho 

escrito, informe, récord, memorando o 

compilación de datos se hizo en el curso 

regular de dicha actividad de negocio, según 

lo demuestre el testimonio de su custodio o 

de alguna otra persona testigo cualificada, 

o según se demuestre mediante una 

certificación que cumpla con las 

disposiciones de la Regla 902(K) o con algún 

estatuto que permita dicha certificación, a 

menos que la fuente de información, el 

método o las circunstancias de su 

 
44 Ernesto l. Chiesa Aponte, Derecho Procesal Penal de Puerto Rico 

y Estados Unidos, 1era edición, 1991, Editorial Forum, Colombia, 

pág. 594. 
45 32 LPRA Ap. VI., R. 102. 
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preparación inspiren falta de confiabilidad. 

El término negocio, según se utiliza en este 

inciso, incluye, además de negocio 

propiamente, una actividad gubernamental y 

todo tipo de institución, asociación, 

profesión, ocupación y vocación, con o sin 

fines de lucro.” 32 LPRA Ap. VI, Rg. 805 

(f). 

 

Por su parte, la Regla 902 (K), 32 LPRA Ap. VI, 

R. 902(K), exige que la certificación establezca lo 

siguiente: (1) que el documento se preparó cerca del 

momento en que ocurrieron los hechos o las actividades 

mencionadas por una persona que tiene conocimiento de 

dichos asuntos, o mediante información transmitida por 

ésta; (2) que se llevó a cabo en el curso de la 

actividad realizada con regularidad; y (3) que se 

preparó como una práctica regular de dicha actividad. 

Estos requisitos son necesarios para la admisión de un 

récord de negocio y tanto el testimonio del custodio u 

otro testigo o la certificación debe acreditar el 

cumplimiento con estos.46  

Es requisito que la parte que se proponga someter 

un récord como evidencia, conforme a lo antes 

dispuesto, notifique por escrito su intención a todas 

las partes contrarias. Además, tendrá que tener el 

récord y la declaración jurada disponibles para 

inspección con suficiente antelación a su presentación 

como evidencia a fin de brindar a la parte contraria 

una oportunidad justa para refutarlos.47 

De tal manera, se busca en la confiabilidad de la 

prueba, la periodicidad con que se hace ese informe, 

memorando o compilación de datos, que al ser hecho 

continuamente en el curso ordinario y como una 

 
46 E. Chiesa, op cit., pág. 262. 
47 Regla 902 (K), 32 LPRA Ap. VI, R. 902(K). 
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actividad puntual le confiere credibilidad al mismo e 

inclina la evaluación hacia la admisión de la prueba. 

En adición, manifiesta la profesora Neptune 

Rivera que “[s]on las garantías circunstanciales de 

confiabilidad en la preparación y custodia de los 

récords de negocio las que justifican dicha excepción. 

Se estima que los negocios desarrollan mecanismos de 

regularidad y continuidad para alcanzar la precisión 

de los récords que preparan y custodian, con lo que se 

reduce el problema de memoria, narración y sinceridad. 

No es necesario entonces presentar todos los eslabones 

que intervinieron en la preparación del récord, ya que 

muchas veces no están disponibles…. Por otro lado, la 

información puede estar en cualquier formato siempre 

que la regularidad dicte el mantenimiento de estos 

escritos, memorandos o compilaciones. El riesgo de la 

memoria (inherente a la prueba de referencia) se 

reduce cuando el escrito es preparado con proximidad 

al acto, suceso o condición, ya que se requiere sea 

contemporáneo con el acto.” Abunda en que para evaluar 

la confiabilidad del récord se ha de considerar: (1) 

si la información recopilada es importante para el 

negocio en cuestión fuera del contexto litigioso en el 

que se ofrece; (2) si el récord contiene información 

fáctica relativamente simple y no evaluaciones o 

conclusiones; (3) si la persona que transmite la 

información y la persona que practica el asiento (que 

pueden ser personas distintas) son independientes de 

las partes en el pleito;(4) si la información está 

corroborada por evidencia independiente; (5) si el 
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registro se prepara por una persona con experiencia, y 

si se verificó la exactitud del mismo.48  

Por su parte, el Tribunal Supremo de Puerto Rico, 

citando a Chiesa, afirma que: 

“…La regla no exige más [sic] que un 

testigo, aunque lo ideal sería que declarara 

toda persona que contribuyera a establecer 

los requisitos que exige la regla para la 

admisión del récord. Pero tampoco se trata 

de traer a todo participante, pues entonces 

no habría, tal vez, prueba de referencia que 

atender. El testimonio del custodio del 

récord es suficiente pero no necesario. Lo 

importante es que testifique alguien que 

conozca cómo se preparan los récords en el 

negocio correspondiente, aunque él no haya 

preparado ni supervisado el récord en 

controversia. No es necesario que testifique 

la persona que originó la información. Pero 

a pesar de la liberalidad con que se 

interpreta este requisito, su incumplimiento 

acarrea la exclusión de la evidencia…”49  

 

-III- 

 

-A- 

 

 En su primer señalamiento de error, el apelante 

alega que erró el TPI al ignorar prueba clara y que no 

fue controvertida presentada durante el curso del 

juicio, que demuestra que el despido de la apelada fue 

justificado ya que violentó el acuerdo de 

confidencialidad. 

La parte apelante sostiene que de la prueba 

presentada en el juicio surge que la Sra. Sandra 

González incumplió el acuerdo de confidencialidad 

discutido el 25 de febrero, al comentarle a su 

compañera supervisora, la Sra. Fátima Rivera, que la 

Sra. Mariselle Pérez, directora de Recursos Humanos, 

se había reunido con ella para investigarla sobre 

comentarios homofóbicos realizados en la tienda y 

sobre el incidente de la corona ocurrido el 13 de 

 
48 V. Neptune, Derecho Probatorio, 80 Rev. Jur. UPR 725, 729 

(2011). 
49 Muñiz Noriega v. Muñoz Bonet, 177 DPR 967, 986 (2010). 
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febrero de 2016 con la Sra. Wilmarie Núñez Vega. 

Añadió, que esto fue una de las faltas que provocó el 

despido de la apelada, una falta grave que justifica 

el despido en la primera ocasión en que se comete la 

misma. 

Por su parte, la parte apelada sostiene que las 

manifestaciones que bajo juramento hiciera la Sra. 

Fátima Rivera en torno a lo que le dijo la Sra. Sandra 

González el 12 de marzo del 2016, no contienen 

información ni detalles que ya la Sra. Fátima Rivera 

no conociera a la fecha en que se alega surgió dicha 

conversación debido a fue ésta quien inició la 

investigación con una llamada a la Sra. Irene Padró, 

supervisora de área, luego de que la Sra. Wilmarie 

Nuñez le solicitara que informara sobre el evento de 

la corona.  

Según surge de la transcripción de la prueba 

oral, Fátima Rivera López, quien se desempeña como 

Asistente de Gerente, declaró durante el juicio que 

luego del incidente del 13 de febrero de 2016, la 

empleada Wilmarie Núñez se le acercó y le solicitó que 

informara lo ocurrido, por lo que el 18 de febrero de 

2016 se comunicó con Irene Padró, quien para aquel 

entonces era la Gerente de Distrito, para informar que 

una empleada quería presentar una queja. A preguntas 

de qué le había notificado a Irene Padró, Fátima 

Rivera López declaró lo siguiente: 

R La situación que sucedió en ese momento de 

la corona. Si yo no me equivoco, fue unos 

días después de la situación… de esa 

situación; le indiqué también una situación 

que hubo… que fue contada -verdad- yo no 

estuve presente; que fue contada por 

Wilmarie. Me contó luego de yo haber llegado 

de maternidad, y de otras situaciones que 

ella me había señalado que habían sucedido y 
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que la empleada ya se sentía incómoda con la 

situación y que quería que lo informara.50 

 

 Posteriormente, a preguntas de qué le había 

dicho la apelada con relación a la investigación 

que estaba ocurriendo, para la fecha del 12 de 

marzo de 20106, la Sra. Fátima Rivera declaró: 

R Eh… Se había… Ella se había reunido 

con Mariselle Pérez en un momento dado 

-entiendo que fue en marzo- luego que 

volvió, no, ella no dijo nada. Al día 

siguiente Jennifer Aponte me indicó a 

mí que a Sandra la habían reunido por 

alegados… este… alegados comentarios y 

situaciones despectivas que había 

sucedido con Wilmarie; específicamente 

lo que sucedió con una corona en la 

caja registradora, lo cual esa 

situación yo estuve presente y yo 

“Ajá.” Pues, luego al otro día… al día 

siguiente, Sandra González, estábamos 

en la oficina y ella me informó y me 

dijo que la habían reunido porque 

estaban abriendo una investigación por 

alegaciones que le había dicho a 

Wilmarie.51 

 

De otra parte, el documento al cual hacen 

referencia como “acuerdo de confidencialidad”52 es un 

documento que fue discutido con la apelada en el cual 

le informan de las quejas realizadas en su contra que 

originaron la investigación, que se le brindó la 

oportunidad de exponer por escrito su posición y que 

se continuaría con la investigación. Además, contiene 

un párrafo que indica lo siguiente: 

“No obstante, mientras continuamos con el 

proceso de investigación, le recordamos que 

según especifica en nuestra Política y 

Reglamento vigente en la compañía, no podrá 

bajo ninguna circunstancia ventilar la 

información tratada y sujeto a investigación 

con ningún compañero gerencial de la tienda 

y/o empresa, deberá mantener bajo estricta 

confidencialidad los temas aquí tratados y 

se le prohíbe la divulgación de cualquier 

detalle relacionado directa o indirectamente 

con todo este proceso. Como es de su 

 
50 Transcripción de la Prueba Oral, Volumen I, págs. 132-133, 

líneas 19—1. 
51 Id., pág. 135, líneas 1-4. 
52 Apéndice del recurso, pág.135.  
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conocimiento y a modo de recordatorio, 

tampoco deberá tomar represalias con el 

personal envuelto y sujeto a investigación 

y/o cualquier representante de la compañía 

incluyendo gerenciales o personal 

administrativo. El hacerlo conllevaría otra 

acción disciplinaria que pudiera incluir la 

separación inmediata de su empleo.”  

 

Luego de un examen minucioso de la prueba 

testifical y documental presentada, y de evaluar las 

determinaciones de hechos formuladas por el foro 

recurrido, debemos concluir que no se justifica el 

despido de la apelada por haber violentado el acuerdo 

de confidencialidad.  

Si bien es cierto que la apelada le comentó a la 

Sra. Fátima Rivera que la habían reunido porque 

estaban abriendo una investigación por alegaciones que 

le había dicho a Wilmarie, la Sra. Rivera también 

declaró que estuvo presente cuando ocurrió el evento 

del 13 de febrero de 2016, y que fue quien se comunicó 

con la Gerente de Distrito para informar que la Sra. 

Wilmarie Nuñez quería presentar una queja. Además, 

declaró:  

“le indiqué también una situación que 

hubo… que fue contada -verdad- yo no estuve 

presente; que fue contada por Wilmarie. Me 

contó luego de yo haber llegado de 

maternidad, y de otras situaciones que ella 

me había señalado que habían sucedido y que 

la empleada ya se sentía incómoda con la 

situación y que quería que lo informara.” 

 

 Por tanto, para la fecha en que la parte apelante 

alega que la Sra. Sandra González violentó el “acuerdo 

de confidencialidad”, ya la Sra. Fátima Rivera sabía 

que había una investigación en curso, pues 

precisamente fue ésta quien dio la información que dio 

paso al comienzo de la investigación.  
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 La parte apelante no presentó evidencia tendiente 

a demostrar que la alegada violación al acuerdo de 

confidencialidad tuviera algún efecto negativo en el 

proceso de la investigación, sino que pudieron 

concluir el mismo. Concluimos que el comentario 

realizado por la Sra. Sandra González a la Sra. Fátima 

Rivera no fue suficiente para justificar su despido, 

por lo que no se cometió el primer error señalado.  

-B- 

El segundo señalamiento de error de la parte 

apelante es que erró el TPI al no permitir la 

presentación de un récord de negocio que consistía en 

una declaración jurada tomada como parte de una 

investigación interna realizada por el Departamento de 

Recursos Humanos y que fue evaluada y utilizada por la 

directora de Recursos Humanos para justificar el 

despido. 

Surge de la transcripción oral de la prueba que 

la parte apelante intentó presentar en evidencia una 

declaración jurada suscrita por la Sra. María Rivera, 

quien fue anunciada como testigo, tanto en el Informe 

de Conferencia con Antelación a Juicio, como a través 

del juicio, y finalmente no compareció.  La 

declaración jurada fue tomada como parte de la 

investigación realizada por Party City luego de que la 

Sra. Wilmarie Núñez le solicitara a la Asistente de 

Gerente Fátima Rivera que notificara una queja. 

Conforme al derecho antes esbozado, una de las 

excepciones a la regla general de exclusión de prueba 

de referencia, es la regla número 805 (f), conocida 

como, Récords del Negocio la cual establece: 
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(F) Récords de actividades que se realizan 

con regularidad: Un escrito, informe, 

récord, memorando o compilación de datos -en 

cualquier forma- relativo a actos, sucesos, 

condiciones, opiniones o diagnósticos que se 

hayan preparado en o cerca del momento en 

que éstos surgieron, por una persona que 

tiene conocimiento de dichos asuntos, o 

mediante información transmitida por ésta, 

si dichos récords se efectuaron en el curso 

de una actividad de negocios realizada con 

regularidad, y si la preparación de dicho 

escrito, informe, récord, memorando o 

compilación de datos se hizo en el curso 

regular de dicha actividad de negocio, según 

lo demuestre el testimonio de su custodio o 

de alguna otra persona testigo cualificada, 

o según se demuestre mediante una 

certificación que cumpla con las 

disposiciones de la Regla 902(K) o con algún 

estatuto que permita dicha certificación, a 

menos que la fuente de información, el 

método o las circunstancias de su 

preparación inspiren falta de confiabilidad. 

El término negocio, según se utiliza en este 

inciso, incluye, además de negocio 

propiamente, una actividad gubernamental y 

todo tipo de institución, asociación, 

profesión, ocupación y vocación, con o sin 

fines de lucro.” 32 LPRA Ap. VI, Rg. 805 

(f). (Énfasis nuestro.) 

 

Por su parte, la Regla 902 (K), supra, exige que 

el original o un duplicado de un récord de actividades 

debe acompañarse de una declaración jurada de la 

persona a cargo de su custodia o de alguna otra 

persona cualificada, que certifique que dicho récord 

(1)se preparó cerca del momento en que ocurrieron los 

hechos o las actividades mencionadas por una persona 

que tiene conocimiento de dichos asuntos, o mediante 

información transmitida por ésta; (2) que se llevó a 

cabo en el curso de la actividad realizada con 

regularidad; y (3) que se preparó como una práctica 

regular de dicha actividad.  

En el caso ante nuestra consideración, la 

declaración jurada suscrita por la Sra. María Rivera 

no constituye un récord de negocio, pues no fue 

preparada en el curso de una actividad de negocios 
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realizada con regularidad por Party City, ni la 

preparación de la declaración jurada se hizo en el 

curso regular de dicha actividad de negocio. La 

preparación de declaraciones juradas, como la suscrita 

por la Sra. María Rivera, no es una actividad que 

realiza Party City con regularidad, sino como 

consecuencia de una investigación aislada a sus 

actividades regulares de negocio. 

Además, surge de la sentencia recurrida que el 

TPI entendió que el proceso investigativo careció de 

confiabilidad, específicamente en cuanto a las 

declaraciones juradas tomadas. En cuanto a esto, el 

TPI hizo constar lo siguiente: 

“De otra parte, conforme a lo surgido de la 

impugnación de las declaraciones juradas 

durante el juicio, las cuales fueron 

contrastadas en el contrainterrogatorio con 

la prueba documental presentada por la parte 

Querellada, se demostró que la parte 

Querellada tramitó declaraciones juradas 

cuyo contenido no es fiel a lo que los 

declarantes informaron en el proceso de 

investigación.” 

 

Es menester recordar que con la Regla 905 (k), lo 

que se busca es la confiabilidad de la prueba, la 

periodicidad con que se hace el informe, memorando o 

compilación de datos, al ser hecho continuamente en el 

curso ordinario y como una actividad puntual, le 

confiere credibilidad al mismo e inclina la evaluación 

hacia la admisión de la prueba. 

Por todo lo anterior, es forzoso concluir que el 

TPI no erró al no permitir la presentación de la 

declaración jurada de la Sra. María Rivera. 

-C- 

 El último señalamiento de error alegado por la 

parte apelante es que erró el TPI al no concluir que 
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el despido de la apelada estuvo justificado al amparo 

de la Ley Núm. 80, su jurisprudencia interpretativa 

sobre manual de empleados y las políticas de 

hostigamiento sexual y discrimen. 

 Alega la parte apelante que el TPI ignoró prueba 

presentada con relación a otros eventos ocurridos, 

aparte de los establecidos con fecha del 31 de 

diciembre del 2015 y del 13 de febrero del 2016, que 

formaban parte de la evaluación realizada por la 

Directora de Recursos Humanos al momento de tomar la 

determinación del despido, a pesar de que no se 

presentó prueba en contrario. 

 Con relación a este argumento es preciso señalar 

que a pesar de que el TPI indicó que solo pudo 

establecer con la prueba presentada la ocurrencia de 

dos eventos; el del 31 de diciembre del 2015 y el 13 

de febrero del 2016, y que la prueba los ubica en 

cuanto a fecha cierta y lugar, también es cierto que 

el TPI hizo constar lo siguiente:  

 […] 

“En general la prueba en cuanto a otros 

eventos resultó vaga e imprecisa, por lo que 

ésta no nos resulta suficiente para realizar 

determinaciones de hecho sobre eventos 

adicionales a los recogidos en las 

Determinaciones de Hecho formuladas en esta 

Sentencia.”53 

 

[…] 

 

“Producto de la investigación realizada por 

la parte Querellada, ésta obtuvo información 

suficiente para corroborar la queja original 

de la Querellante centrada en los comentarios 

del 13 de febrero de 2016. La información 

recopilada sobre otros alegados incidentes, 

excepto el del 31 de diciembre de 2015, no 

nos merece credibilidad. Como indicamos 

anteriormente, la prueba aportada tiene 

escaso valor probatorio por su vaguedad. 

Previo a esta queja no obra en el historial 

 
53 Apéndice del recurso, pág. 206. 
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de la Querellante queja anterior alguna por 

la cual hubiese tenido que ser 

disciplinada.”54  

 

[…] 

 

Aunque la parte apelada determinó no presentar 

prueba, de la transcripción de la prueba oral surge 

que sí tuvo la oportunidad de contrainterrogar a los 

testigos que declararon en el juicio, y el TPI tuvo la 

oportunidad de oír y ver el comportamiento de éstos, y 

de formularle preguntas. El foro primario, luego de 

aquilatar la totalidad de la prueba, determinó que lo 

declarado en cuanto a los otros sucesos resultó de 

escaso valor probatorio. Luego de haber examinado los 

seis (6) tomos de la transcripción de la prueba oral, 

coincidimos con el foro recurrido. La apreciación de 

la prueba realizada por el TPI amerita nuestra 

deferencia. No podemos concluir que el foro recurrido 

incurrió en abuso de discreción, prejuicio o 

parcialidad en esta determinación. 

Por otra parte, sostiene el apelante que el TPI 

aplicó de forma incorrecta a Santiago v. Kodak, y 

determinó que, el no seguir el pie de la letra el 

proceso investigativo del Manual del Empleado de Party 

City, provocó que el despido fuera injustificado, a 

pesar de que se siguieron los lineamientos generales 

del proceso y de que el mismo fue subsanado 

posteriormente mediante declaraciones juradas. Alega 

el apelante que el Manual de Empleados de Party City 

no tiene criterios de formalidad relacionado al 

informe final de investigación, solo se requiere un 

reporte de los resultados y que el mismo consistía en 

el conjunto de las declaraciones juradas tomadas 

 
54 Id., pág. 207 
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durante la investigación, el informe preliminar 

preparado el 19 de febrero de 2016, sus notas de las 

entrevistas y la carta de despido, la cual incluía las 

conclusiones de la investigación. 

No le asiste la razón a la parte apelante. Si 

bien es cierto que el TPI estableció que la 

investigación realizada por la parte apelante se 

apartó de lo contemplado en el Manual de Party City, 

la determinación del foro recurrido concluyendo que el 

despido fue injustificado no estuvo basada en no haber 

seguido al pie de la letra el proceso investigativo 

del Manual del Empleado, sino estuvo sustentada en la 

totalidad de la prueba presentada. Luego de aquilatar 

toda la prueba, el TPI determinó que la parte apelada 

no cumplió con el quantum de prueba necesario para 

rebatir la presunción de despido injustificado en su 

contra. Veamos. 

Según surge de la contestación de la querella, la 

parte apelante sostuvo que despidió a la Sra. Sandra 

González por haber incurrido en hostigamiento sexual, 

tipo ambiente hostil, discrimen por sexo y orientación 

sexual, y estilo hostil gerencial, afectando a los 

empleados y el buen y normal funcionamiento de la 

empresa, y por haber violado un acuerdo de 

confidencialidad firmado por la apelada.55 

Conforme al derecho antes esbozado, la parte 

apelante tenía que probar que la apelada cometió una 

falta “cuya intensidad de agravio hizo precisa la 

destitución, para proteger la buena marcha de la 

 
55 No discutiremos lo relacionado a la alegada violación del 

acuerdo de confidencialidad, debido a que fue adjudicado en el 

primer señalamiento de error. 
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empresa y la seguridad de las personas que allí 

laboran, o incluso de terceros que la visitan”. 

Luego de analizar y aquilatar detenidamente toda 

la prueba documental y testifical presentada, al igual 

que el foro primario, entendemos que no se presentó 

prueba alguna que demuestre que la apelada incurrió en 

hostigamiento sexual. Los comentarios realizados por 

la parte apelada no denotan hostigamiento sexual por 

ambiente hostil, sino que fueron comentarios 

sarcásticos y de mal gusto, que hicieron sentir mal a 

la Srta. Wilmaire Nuñez. A preguntas de por qué 

entendía la Srta. Wilmarie Nuñez que el trato hacía 

ella por parte de la Sra. Sandra González era 

distinto, ésta contestó: “Pienso que fue por mis 

preferencias. Yo soy homosexual… que no me acepten…”  

De la prueba desfilada y creída por el foro 

recurrido no surge que la conducta de la Sra. Sandra 

González interfiriera de manera irrazonable con el 

desempeño del trabajo de la Srta. Wilmarie Núñez, ni 

con el de los demás empleados. El horario de la Srta. 

Wilmarie Nuñez nunca se vio afectado, tampoco surge 

que se le hubiese impuesto condiciones más onerosas de 

empleo que las de otros empleados.56 Las medidas 

disciplinarias impuestas por la parte apelada a 

empleados fueron justificadas según el Manual de 

Políticas y Conductas y avaladas por el Departamento 

de Recursos Humanos de Party City. Tampoco se presentó 

prueba de que los comentarios realizados por la parte 

apelada afectasen el buen funcionamiento de Party 

City. 

 
56 Determinación de Hecho Núm. 50(a). 
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Quedó demostrado que la parte apelada no tenía 

querellas por desempeño en sus labores como Asistente 

de Gerente, y que no había querellas de empleados o 

clientes en contra de ésta por asuntos relacionados 

con su comportamiento en el trabajo. Durante el 

periodo que duró la investigación, la parte apelada 

continuó trabajando en la tienda y la Directora de 

Recursos Humanos no entendió necesario tomar medidas 

preventivas durante dicho periodo. 

Coincidimos con el foro recurrido en cuanto a que 

la parte apelante no logró demostrar que el despido de 

la Sra. Sandra González estuvo justificado y que se 

excedió en la medida disciplinaria tomada. Del propio 

Manual de Políticas y Reglamentos de Conducta y 

Disciplina de Party City surge que la medida 

disciplinaria a ser impuesta en un caso de 

hostigamiento sexual y discrimen depende del grado de 

severidad del caso. Si bien es cierto que advierte 

que, si la conducta afecta el normal funcionamiento de 

la compañía y/o que impacte la sana cultura y ambiente 

de la empresa, podría conllevar el despido inmediato, 

este no es el caso. Las actuaciones de la parte 

apelada no fueron de tal gravedad que ameritara su 

despido. 

A base de lo anterior, es forzoso concluir que no 

erró el TPI al concluir que el despido de la Sra. 

Sandra González no estuvo justificado al amparo de la 

Ley Núm. 80, supra. 

-IV- 

Por los fundamentos antes expuestos, se confirma 

la sentencia recurrida.  
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Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

 

 

 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís  

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


